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Honorable: 

JUZGADO 17 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

E.       S.           D. 

 

Proceso:            EJECUTIVO 

Demandante:          ALICIA ORTIZ DE MALAVER 

Demandado:           COLPENSIONES 

Radicado:              11001333501720180024800 

Asunto:          NULIDAD PROCESAL 

 

ANDRES FELIPE TOLOZA ACEVEDO, mayor de edad y domiciliado en la ciudad de 

Bogotá, identificado con cédula de ciudadanía 1.030.608.510 de Bogotá, portador de 

la Tarjeta Profesional 267.658 del Consejo Superior de la Judicatura, apoderado 

sustituto de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES, por medio del presente escrito, me permito interponer INCIDENTE 

DE NULIDAD de todas las actuaciones surtidas en el proceso de referencia a partir de 

la expedición del auto que ordeno continuar la ejecución de fecha 26 de octubre de 

2020 hasta la fecha, por las razones que a continuación expongo: 

“Entre la Constitución y la Corte Constitucional, cuando ésta interpreta aquélla, no 

puede interponerse ni una hoja de papel” 

 

I. CAUSALES DE NULIDAD INVOCADAS 

 

Causal de Nulidad Constitucional: 

 

“(…) ARTICULO 29: 

El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, 

ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias 

de cada juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará 

de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente 

culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un 
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abogado escogido por él, o  de  oficio,  durante  la  investigación  y  el  juzgamiento;  a  

un  debido  proceso  Público  sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a 

controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y 

a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. (…)” 

 

Causal de Nulidad Legal: 

CODIGO GENERAL DEL PROCESO 

“ARTÍCULO 133: Causales de Nulidad 

6. Cuando se omita la oportunidad para alegar de conclusión o para sustentar un 

recurso o descorrer su traslado. 

 

II. OPORTUNIDAD PARA SOLICITAR LA NULIDAD DE LA ACTUACIÓN 

PROCESAL DESCRITA 

CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO 

“ARTÍCULO 134. OPORTUNIDAD Y TRÁMITE. 

Las nulidades podrán alegarse en cualquiera de las instancias antes de que se dicte 

sentencia o con posteridad a esta, si ocurrieren en ella. 

La nulidad por indebida representación o falta de notificación o emplazamiento en legal 

forma, o la originada en la sentencia contra la cual no proceda recurso, podrá también 

alegarse en la diligencia de entrega o como excepción en la ejecución de la sentencia, 

o mediante el recurso de revisión, si no se pudo alegar por la parte en las anteriores 

oportunidades. 

Dichas causales podrán alegarse en el proceso ejecutivo, incluso con posterioridad a 

la orden de seguir adelante con la ejecución, mientras no haya terminado por el pago 

total a los acreedores o por cualquier otra causa legal. 

El juez resolverá la solicitud de nulidad previo traslado, decreto y práctica de las 

pruebas que fueren necesarias. 

La nulidad por indebida representación, notificación o emplazamiento, solo beneficiará 

a quien la haya invocado. Cuando exista litisconsorcio necesario y se hubiere proferido 

sentencia, esta se anulará y se integrará el contradictorio.” 

 

III. HECHOS QUE FUNDAMENTAN LA CAUSALES DE NULIDAD ALEGADAS 

 

• La señora ALICIA ORTIZ DE MALAVER presentó demanda ejecutiva 

pretendiendo el pago de sumas líquidas de dinero por concepto intereses adeudados 

derivados de las sentencias judiciales proferidas por el Juzgado Diecisiete (17) 
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Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá y el Honorable Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca - Sección Segunda - Subsección "A" de fechas 18 de diciembre de 

2015 y 20 de octubre de 2016 respectivamente. 

 

• El día 21 de agosto de 2019 el Juzgado Diecisiete (17) Administrativo del 

Circuito Judicial de Bogotá libró mandamiento de pago por la suma de $7’110.216,74 

por concepto de intereses causados desde el 12 de noviembre de 2016 hasta el 28 de 

febrero de 2018, y se ordenó su pago a cargo de mi defendida la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES. 

 

• Mi defendida COLPENSIONES dio contestación a la demanda el 5 de 

noviembre del 2019 proponiendo las excepciones que denominó: pago de la 

obligación, cobro de lo no debido, inexistencia del derecho reclamado, prescripción, 

buena fe y, compensación. 

 

• Acto seguido el despacho a través de auto del 11 de diciembre de 2019 ordeno 

traslado de las excepciones a la parte ejecutante, las cuales fueron contestadas a 

través de memorial el 11 de diciembre de 2019. 

 

• Finalmente, el día 26 de octubre de 2020 el Juzgado Diecisiete (17) 

Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, emitió auto que ordena seguir adelante 

con la ejecución el cual fue notificado por estado el día 27 de octubre de la misma 

anualidad,  siendo este pronunciamiento judicial las veces de sentencia y por lo tanto 

le imprime al proceso en mención las características de cosa juzgada, adicional a lo 

anterior con la mencionada resolución judicial se están vulnerando los derechos de mi 

defendida Colpensiones al debido proceso y al derecho de defensa y contradicción, 

violación que se traduce en impedir la debida realización de la audiencia del art. 372 

del C.G.P. 

De  acuerdo a lo consignado en la parte fáctica, es claro que a mi defendida la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES-, se le 

vulnero el derecho al debido proceso y a la defensa, ya que el despacho no tuvo en 

cuenta las excepciones propuestas en el escrito presentado el día  05 de noviembre 

de 2019,  con el argumento de que las mismas versan sobre hechos anteriores  a la 

orden de mandamiento de pago y que las mismas no tienen en cuenta los rubros 

pretendidos de intereses moratorios. 

Posición que no comparte esta defensa debido a que mi defendida a través de la 

Resolución SUB 41129 del 15 de febrero de 2018 dio pleno cumplimiento a lo ordenado 

a través de la sentencia proferida por el Juzgado Diecisiete Administrativo de Oralidad 

del Circuito de Bogotá, el día 18 de diciembre de 2015 y la expedida por el honorable 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda- Subsección A de fechas 

20 de octubre de 2016. 
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Tanto así que el mencionado acto administrativo en la parte fáctica como resolutiva se 

le giraron a la demandante los siguientes rubros por concepto de intereses moratorios 

a saber, ES DECIR SI ES PROCEDENTE LA EXCEPCION DE PAGO: 

“d. La suma de $149.691 concepto de Intereses Moratorios a partir del 11 de noviembre 

de 2016 (ejecutoria de la Sentencia) hasta el 11 de septiembre de 2017 (día anterior a 

la fecha de solicitud). 

e. La suma de $141.881 concepto de Intereses Moratorios a partir del 12 de septiembre 

de 2017 (Fecha Solicitud) hasta el 28 de febrero de 2018 día anterior a la inclusión en 

nómina del presente acto administrativo. 

 

Total, valor por intereses moratorios:                                                   $291,572.00.” 

Rubro que fue cancelado a la señora ALICIA ORTIZ DE MALAVER ingresados en la 

nómina del periodo 201803 que se pagaron en el periodo 201804 en la central de 

pagos del banco BANCO DE OCCIDENTE C.P. 1ERA QUINCENA DE CENTRO DE 

PAGOS CALLE 34 BOGOTA. 

Con base en lo anterior se observa que la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES – COLPENSIONES, ya cumplió con su obligación y no adeuda suma 

alguna al ejecutante toda vez que la pensión le fue reconocida y pagada 

oportunamente.  

De lo anterior y de conformidad con la Resolución antes indicada, se desprende que 

la entidad dio cumplimiento a lo establecido en el artículo 192 y subsiguientes, por lo 

cual se establece que se le ha dado cumplimiento a lo ordenado en los fallos respecto 

a la liquidación de la prestación pensional de la ejecutante.  Por tanto, debe tenerse 

en cuenta que el acto administrativo emitido por COLPENSIONES goza de legalidad 

y se encuentra en firme. 

Contrario sensu si la parte ejecutante no está de acuerdo con lo reconocido y 

cancelado por parte de mi defendida lo cual es la base del presente litigio, esto era 

un aspecto que debía someterse a debate dentro de la audiencia de que trata el 

artículo 372 del Código General del Proceso: 

“Artículo 372. Audiencia inicial 

El juez, salvo norma en contrario, convocará a las partes para que concurran 

personalmente a una audiencia con la prevención de las consecuencias por su 

inasistencia, y de que en ella se practicarán interrogatorios a las partes. La audiencia 

se sujetará a las siguientes reglas: 

1. Oportunidad. El juez señalará fecha y hora para la audiencia una vez vencido el 

término de traslado de la demanda, de la reconvención, del llamamiento en garantía o 

de las excepciones de mérito, o resueltas las excepciones previas que deban decidirse 

antes de la audiencia, o realizada la notificación, citación o traslado que el juez ordene 

al resolver dichas excepciones, según el caso. 
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El auto que señale fecha y hora para la audiencia se notificará por estado y no tendrá 

recursos. En la misma providencia, el juez citará a las partes para que concurran 

personalmente a rendir interrogatorio, a la conciliación, y los demás asuntos 

relacionados con la audiencia.” 

Es claro que con la decisión tomada por el despacho a través del auto del 26 de octubre 

de 2020, por medio del cual tomo la decisión de seguir adelante con la ejecución dentro 

del presente proceso, se vulnero directamente los derechos a la defensa, debido 

proceso y contradicción, al ser una decisión unilateral que se traduce en que la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE Pensiones -COLPENSIONES se le privo de 

ser escuchada y de darle la oportunidad pertinente para controvertir lo manifestado por 

la parte ejecutante;  adicional a despojársele de rendir los pertinentes alegatos de 

conclusión e interponer los recursos de ley. 

Frente a este tema la honorable Corte Constitucional ha manifestado lo siguiente: 

Sentencia T-018 de 2017: 

DERECHO A LA DEFENSA-Definición 

La jurisprudencia constitucional define el derecho a la defensa como la “oportunidad 

reconocida a toda persona, en el ámbito de cualquier proceso o actuación judicial o 

administrativa, de ser oída, de hacer valer las propias razones y argumentos, de 

controvertir, contradecir y objetar las pruebas en contra y de solicitar la práctica y 

evaluación de las que se estiman favorables, así como ejercitar los recursos que la ley 

otorga”. 

Como consecuencia de lo anterior, el Despacho no tuvo en cuenta las excepciones 

presentadas contra el mandamiento de pago interpuesto por mi la señora ALICIA 

ORTIZ DE MALAVER a través de apoderado judicial, al considerar que las mismas no 

estas contempladas en el artículo 442 del Código General del Proceso y que se 

trataron de hechos anteriores a la fecha del auto que libro mandamiento de pago, 

obviando lo contenido en la resolución de cumplimiento y las garantías procesales con 

las que cuenta mi defendida. 

IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

El debido proceso y el derecho de defensa. 

El artículo 29 de la Carta Política dispone que el debido proceso se debe observar en 

toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, es decir que obliga no 

solamente a los jueces, sino también a los organismos y dependencias de la 

administración Pública. 

De la aplicación del principio del debido proceso se desprende que los administrados 

tienen derecho a conocer las actuaciones de la administración, a pedir y a controvertir 

las pruebas, a ejercer con plenitud su derecho de defensa, a impugnar los actos 

administrativos y en fin a gozar de todas las garantías establecidas en su beneficio. 
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Sobre   el   debido   proceso   administrativo   la   Corte   se   ha   manifestado   en   

reiteradas oportunidades [2]1 y ha precisado que su cobertura se extiende a todo el 

ejercicio que debe desarrollar la administración pública en la realización de sus 

objetivos y fines estatales, lo que implica  que  cobija  todas  las  manifestaciones  en 

cuanto a  la  formación y ejecución de  los actos,  a  las  peticiones  que  presenten  los  

particulares  y  a  los  procesos  que  adelante  la administración con el fin de garantizar 

la defensa de los ciudadanos. Conviene recordar lo que sobre el punto ha precisado 

esta Corporación: 

El derecho a la defensa es una de las principales garantías del debido proceso y fue 

definida por esta Corporación como la “oportunidad reconocida a toda persona, en el 

ámbito de cualquier proceso o actuación judicial o administrativa, de ser oída, de hacer 

valer las propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las 

pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman 

favorables, así como ejercitar los recursos que la otorga. La doctrina ha establecido 

que el derecho a la defensa “concreta la garantía de la participación de los 

interlocutores en el discurso jurisdiccional, sobre todo para ejercer sus facultades de 

presentar argumentaciones y pruebas. De este modo, el derecho de defensa garantiza 

la posibilidad de concurrir al proceso, hacerse parte en el mismo, defenderse, 

presentar alegatos y pruebas. Cabe decir que este derecho fundamental se concreta 

en dos derechos: en primero lugar el derecho de contradicción, y, en segundo lugar, 

el derecho a la defensa técnica.2 

Así mismo se tiene que: 

“La garantía del debido proceso, plasmada en la Constitución colombiana como 

derecho fundamental de aplicación inmediata (artículo 85) y consignada, entre otras, 

en la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 (artículos 10 y 11), en la 

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre proclamada el mismo 

año (artículo XXVI) y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto 

de San José de Costa Rica, 1969, Artículos 8 y 9), no consiste solamente en las 

posibilidades de defensa o en la oportunidad para interponer recursos, como parece 

entenderlo el juzgado de primera instancia, sino que exige, además, como lo expresa 

el artículo 29 de la Carta, el ajuste a las normas preexistentes al acto que se imputa; 

la competencia de la autoridad judicial o administrativa que orienta el proceso; la 

aplicación del principio de favorabilidad en materia penal; el derecho a una resolución 

que defina las cuestiones jurídicas planteadas sin dilaciones injustificadas; la ocasión 

de presentar pruebas y de controvertir las que se alleguen en contra y, desde luego, 

la plena observancia de las formas propias de cada proceso según sus 

características”3. 

 
1 [2] Ver las sentencias T-442 del 3 de julio de 1992 (M.P. Simón Rodríguez Rodríguez), T-020 del 10 de febrero 
de 1998 (M.P. Jorge Arango Mejía), T-386 del 30 de julio de 1998 (M.P. Carlos Gaviria Díaz), T-009 del 18 de 
enero de 2000 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz) y T-1013 del 10 de diciembre de 1999 (M.P. Alfredo Beltrán 
Sierra). 
2 Sentencia T-544/15. Magistrado Ponente: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO. 
3 Corte Constitucional. Sentencia T-460 del 15 de julio de 1992 (M.P. José Gregorio Hernández Galindo) 
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El debido proceso comprende un conjunto de principios, tales como el de legalidad, el 

del juez natural, el de favorabilidad en materia penal, el de presunción de inocencia y 

el derecho de defensa, los cuales constituyen verdaderos derechos fundamentales [ 

4]. 

El derecho de defensa en materia administrativa se traduce en la facultad que tiene el 

administrado para conocer la actuación o proceso administrativo que se le adelante e 

impugnar o contradecir las pruebas y las providencias que le sean adversas a sus 

intereses. La administración debe garantizar al ciudadano interesado tal derecho y 

cualquier actuación que desconozca dicha garantía es contraria a la Constitución. 

En efecto, si el administrado no está de acuerdo con una decisión de la administración 

que le afecte sus intereses tiene derecho a ejercer los recursos correspondientes con 

el fin de obtener que se revoque o modifique. (Corte constitucional, Sentencia 1021 de 

2002).” 

De igual manera el Honorable Consejo de Estado como máximo órgano de cierre de 

la Jurisdicción Contencioso Administrativa se ha manifestado frente al debido proceso 

en los siguientes términos: 

El debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política es una 

garantía y un derecho fundamental de aplicación inmediata compuesto por tres ejes 

fundamentales: (i) el derecho de defensa y contradicción, (ii) el impulso y trámite de 

los procesos conforme con las formas establecidas para cada juicio o procedimiento y 

(iii) que el asunto sea resuelto por el juez o funcionario competente para ello. La grave 

violación de cualquiera de esos ejes comporta la vulneración de esa garantía 

fundamental. De hecho, es la ley, en sentido amplio, la encargada de materializar las 

reglas derivadas del debido proceso. En ese entendido, sobre el derecho de defensa 

y de contradicción, eje fundamental del debido proceso, la Sala precisa que se 

garantiza en la medida en que la ley, en sentido amplio, regule (i) los medios de prueba 

que se pueden utilizar para demostrar determinados hechos, y, (ii) las oportunidades 

que se deben ofrecer para controvertir los hechos que permiten inferir cierta 

responsabilidad de determinados sujetos, ora mediante la oportunidad para expresar 

los motivos o razones de la defensa ora mediante la oportunidad para presentar las 

pruebas que respalden esos motivos y razones. 4 

Con base en lo anterior, es claro que, en el presente caso, el Juzgado vulneró el 

DEBIDO PROCESO, DERECHO A LA DEFENSA Y CONTRADICCION a que tiene 

derecho la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –

COLPENSIONES, porque se le violento su derecho a la defensa, dejándola sin la 

oportunidad de ejercerlo. 

No sobra recalcar, que los derechos de la parte que represento constituyen verdaderos 

derechos fundamentales, de manera que su desconocimiento entraña, por ello mismo, 

un quebrantamiento de sus legítimos derechos constitucionales de acceso a la 

 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta. Sentencia del 18 de julio de 2011, 
expediente 110010327000200600044-00 (16191), Consejero ponente Hugo Fernando Bastidas Bárcenas 
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administración de justicia, buena fe, confianza legítima, en asocio del derecho al 

debido proceso, que ya se invocó. 

 

IV. PETICIONES 

 

PRIMERO.  Se decrete la nulidad de todo lo actuado desde la expedición del auto de 

fecha 26 de octubre de 2020, a través del cual se ordena continuar con la ejecución a 

favor de la señora Alicia Ortiz de Malaver y en contra de la Administradora Colombiana 

de Pensiones-Colpensiones. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se lleve a cabo la audiencia inicial de 

que trata el artículo 372 del Código General del Proceso, con el fin de que se le 

respeten todas y cada una de las garantías procesales a la parte ejecutada, como lo 

son el derecho a la defensa, debido proceso y contradicción. 

 

V. PRUEBAS 

 

1) Auto de sustanciación de fecha 26 de octubre de 2020 proferido por el 

honorable Juzgado 17 Administrativo sección segunda Oral del Circuito de 

Bogotá, dentro del proceso ejecutivo 110013335-017-2018-00248 – 00. 

2) Resolución SUB 41129 del 15 de febrero de 2018, a través de la cual la 

Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, dio total y 

estricto cumplimiento a lo pretendido por la parte ejecutante. 

 

VI. NOTIFICACIONES 

 

Para efectos de notificaciones al suscrito, se pueden surtir en:  

  

• Físicas: Carrera 11 # 73-44 oficina 708, Bogotá.  

• Electrónicas: - email: atoloza.conciliatus@gmail.com 

• Celular: 3132185052  

 

 

 

 

Atentamente, 

mailto:atoloza.conciliatus@gmail.com
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_____________________________________  

ANDRES FELIPE TOLOZA ACEVEDO 

C. c.: 1.030.608.7510 expedida en Bogotá 

T. p.: 267.658 del Consejo Superior de la Judicatura 

 

 

 

 




























